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ACTA

Título reunión

COMISIÓN DISCIPLINARIA

Lugar Fecha Hora inicio Hora fin

Madrid 07/02/2024 13:00 h. 14:00 h.

Asistentes

D. Wenceslao Francisco Olea Godoy Presidente

D. Álvaro Cuesta Martínez Vocal

D. Francisco Gerardo Martínez Tristán Vocal

D. Enrique Lucas Murillo de la Cueva Vocal

D. Juan Manuel Fernández Martínez Vocal

D. Juan Martínez Moya Vocal

D. José María Macías Castaño Vocal

Dª Laura de Lorenzo Aracama Secretaria

Acuerdos alcanzados

Uno. - Lectura y aprobación del acta de la reunión celebrada el 24 de enero

de 2024.

Dos. Expediente Disciplinario núm. XXX.- Quedar enterada del acuerdo del

Promotor de la Acción Disciplinaria por el que incoa expediente disciplinario a

XXX por la comisión de una falta muy grave, grave o leve de retraso en su

actuación como titular de X. El acuerdo es aprobado por unanimidad de todos

los miembros de la Comisión.

Tres. Expediente Disciplinario núm. XXX.- Quedar enterada del acuerdo del

Promotor de la Acción Disciplinaria por el que incoa expediente disciplinario a

XXX por la comisión de una falta muy grave, grave o leve de retraso por su

actuación como jueza sustituta en el Juzgado X. El acuerdo es aprobado por

unanimidad de todos los miembros de la Comisión.

Cuatro. Expediente Disciplinario núm. XXX.- Imponer a XXX una sanción de

suspensión de funciones por tiempo de veinte días por la comisión de una falta

muy grave del art. 417.8 de inobservancia del deber de abstención en su
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Acuerdos alcanzados

actuación como X de X. Este acuerdo es aprobado por la mayoría de los miembros

de Comisión, con el anuncio de un voto particular por parte del vocal José María

Macías Castaño y la abstención de los vocales Álvaro Cuesta Martínez, Juan

Manuel Fernández Martínez y Juan Martínez Moya, por haber intervenido

previamente en los hechos considerados en este acuerdo, como miembros de la

Comisión Permanente.

Cinco. Expediente Disciplinario núm. XXX.- Quedar enterada de la resolución

del acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial por el que desestima

el recurso de alzada interpuesto por XXX contra la sanción de suspensión de

funciones por tiempo de treinta días que le fue impuesta por su actuación como

Juez de Paz de X. El acuerdo es aprobado por unanimidad de todos los miembros

de la Comisión.

Seis. Acción Disciplinaria Tribunales núm. XXX.- Quedar enterada del acuerdo

del Promotor de la Acción Disciplinaria de remitir al Tribunal Superior de Justicia

de X las actuaciones relativas a la posible comisión de una falta leve de

desconsideración de XXX en su actuación como titular del Juzgado X. El acuerdo

es aprobado por unanimidad de todos los miembros de la Comisión.

La totalidad de los acuerdos fueron aprobados por unanimidad de todos los

miembros de la Comisión, fijándose la próxima reunión para el día 28 de

febrero de 2024, a las 13 h.

Vº Bº Presidente La Secretaria
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En Madrid, a 8 de febrero de 2024


La Comisión Disciplinaria del Consejo General del Poder Judicial, integrada por


su Presidente, Excmo. Sr. D. Wenceslao Francisco Olea Godoy, y los Vocales


Excmos. Sres. D. Álvaro Cuesta Martínez, D. Francisco Gerardo Martínez Tristán,


D. Enrique Lucas Murillo de la Cueva, D. Juan Manuel Fernández Martínez, D. Juan


Martínez Moya y D. José María Macías Castaño, ha visto el Expediente Disciplinario


núm. XX/2023, instruido contra el Ilmo. Sr. D. XXX, por su actuación como X de


XXX, por la presunta comisión de la falta prevista en el artículo 417.8 de la Ley


Orgánica del Poder Judicial.


ANTECEDENTES


PRIMERO. - En fecha 16 de mayo de 2023 se adoptó el acuerdo de incoación


de expediente disciplinario contra el Ilmo. Sr. D. XXX, por su actuación como X de


XXX, por la presunta comisión de la falta prevista en el artículo 417.8 de la Ley


Orgánica del Poder Judicial.


SEGUNDO. - Notificado el citado acuerdo al interesado, se practicaron las


actuaciones que se consideraron necesarias para averiguar los hechos objeto del


expediente, como fue la formulación del correspondiente Pliego de Cargos, en


fecha 25 de octubre de 2023 con la indicación de que los hechos reflejados


pudieran constituir la falta prevista en el artículo 417.8 de la Ley Orgánica del


Poder Judicial.


De todo lo actuado y a los efectos del artículo 425.3 de la Ley Orgánica del Poder


Judicial, se dio traslado al Ministerio Fiscal, trámite correspondido en plazo y forma


mediante escrito de fecha 15 de diciembre de 2023.


TERCERO. - El Promotor de la Acción Disciplinaria dictó en fecha 5 de enero de


2024 propuesta de resolución, en la que reseñó que los hechos llevados a cabo


por el expedientado podían ser merecedores de una sanción de veinte días de
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suspensión como autor disciplinariamente responsable de una falta muy grave


prevista en el número 8 del artículo 417 de la LOPJ.


CUARTO. - Para la resolución del presente expediente se abstuvieron en su


decisión los vocales D. Álvaro Cuesta Martínez, D. Juan Manuel Fernández Martínez


y D. Juan Martínez Moya, por haber intervenido previamente, respecto de los


hechos considerados en la presente resolución, como miembros de la Comisión


Permanente.


QUINTO. - En la tramitación del presente expediente disciplinario se han


observado las prescripciones legales establecidas.


HECHOS PROBADOS


PRIMERO. - En marzo de 2017, Ilmo. Sr. don XXX inició una relación de amistad


con la Procuradora Dña. XXX; pasado algún tiempo, desembocó en una relación


sentimental estable, que permanece en la actualidad.


SEGUNDO. - Según constan en los registros informáticos de XXX, el 11 de mayo


de 2017 se redactaron unas normas de reparto que comenzaron a aplicarse ese


mismo día.


En dichas normas se decía:


“Reparto.


Se turnarán las ponencias a cada magistrado en la misma forma establecida


para los asuntos civiles antes expuesta, incluidos los recursos que excedan de


1000 folios, excepto en el caso de los juicios del Tribunal de Jurado, en que por su


escaso número cada anualidad se guardará el orden del año anterior, de forma tal


que la primera ponencia será turnada al siguiente del que tuvo la última.


Se exceptúan de las normas anteriores aquellos procedimientos en los que


intervenga en representación de alguna de las partes la procuradora doña XXX,
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que no serán turnados como ponente, don XXX, repartiéndose entre el resto de


los Magistrados de la Sala conforme a los criterios anteriormente establecidos,


compensándose el exceso de turno que pueda concurrir mediante la atribución a


X de los asuntos que fueren necesario.”


Dicha modificación de las normas de reparto no fue remitida al Tribunal Superior


de Justicia -ni, por tanto, al CGPJ- para su aprobación y control de legalidad.


TERCERO.- El 20 de marzo de 2018, el Ilmo. Sr. X de XXX remitió escrito al


Tribunal Superior de Justicia por el que solicitaba que fuese aprobada una nueva


modificación de normas de reparto de dicha Audiencia Provincial, con motivo de la


baja de larga duración del Magistrado titular Don XXX y el llamamiento de Don


XXX, Magistrado-Juez titular del Juzgado XXX, integrante de la bolsa de sustitutos


voluntarios.


En el escrito que fue remitido, el magistrado sujeto a las presentes actuaciones


hace mención de las referidas baja y llamamiento, pero nada dice en cuanto a la


modificación relativa a los procedimientos en los que interviniese, en


representación de alguna de las partes, la Procuradora de los Tribunales doña XXX.


No obstante, el documento adjunto a dicha solicitud, que contenía las normas


de reparto que se sometían a consideración de la Sala, entre otras previsiones


contemplaba la siguiente:


“Reparto.


Se turnarán las ponencias de tal manera que a X y al Magistrado D. XXX les


corresponda una sola ponencia penal a la semana, siendo las restantes ponencias


semanales repartidas al Magistrado sustituto voluntario D. XXX, incluidos los


recursos que excedan de mil folios, excepto en el caso de juicios del Tribunal de


Jurado, en que por su escaso número cada anualidad se guardará el orden del año







4


CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL


COMISION DISCIPLINARIA


Se exceptúan de las normas anteriores aquellos procedimientos en los que


intervenga en representación de alguna de las partes la Procuradora Dña. XXX,


que no serán turnados como ponente al X, D. XXX, repartiéndose entre el resto de


los Magistrados de la Sala conforme a los criterios anteriormente establecidos,


compensándose el exceso de turno que pueda concurrir mediante la atribución a


X de los asuntos que fueren necesarios.”.


La Comisión Permanente de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia


de X dictó el Acuerdo, en su sesión de 11 de abril de 2018, en los siguientes


términos:


“Tomar conocimiento del escrito de X de XXX de 20 de marzo de 2018,


solicitando la aprobación de las nuevas normas de reparto transitorias de XXX que


tendrán vigencia mientras dure la baja laboral de larga duración del Magistrado de


la misma D. XXX y la sustitución del mismo por D. XXX, Magistrado del Juzgado


XXX.


La modificación de las normas de reparto se limita al periodo previsto de baja


del Magistrado titular, de tres meses, por lo que tiene un componente


esencialmente transitorio. Básicamente consisten en que los dos Magistrados


titulares se hacen cargo de toda la materia civil y mercantil, y en materia penal se


atribuye una mayor carga de trabajo al Magistrado sustituto, dada su


especialización penal (es titular del Juzgado de Menores), y a que debe


compatibilizar su trabajo en la Audiencia con la llevanza de su Juzgado. Se prevé


en este sentido que los Magistrados titulares sólo les será atribuida una ponencia


penal semanal de recursos de apelación y el resto de los recursos serán asumidos


por el Magistrado Sustituto.


La Sala de Gobierno ACUERDA:


Aprobar las normas de reparto transitorias elaboradas por XXX, al no afectar a


normas procesales imperativas, sin que conste oposición a las mismas por ninguno
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de los magistrados que componen dicha Audiencia y no advertirse que a resultas


de los mismos el reparto deje de ser equitativo.”.


CUARTO.- La indicada Comisión Permanente de la Sala de Gobierno del Tribunal


Superior de Justicia de X, en su sesión de 24 de julio de 2019, modificó


nuevamente las normas de reparto de XXX, a raíz del escrito remitido por el Ilmo.


Sr. X, como consecuencia de la incorporación en este segundo órgano, en régimen


de comisión de servicios con relevación de funciones, de la Ilustrísima Sra. doña


XXX, magistrada-juez titular del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción X.


En las normas de reparto adjuntadas a dicha propuesta de modificación, se


incluía la siguiente cláusula:


Se exceptúan de las normas anteriores aquellos procedimientos en los que


intervenga en representación de alguna de las partes la Procuradora Dña. XXX,


que no serán turnados como ponente, D. XXX, repartiéndose entre el resto de los


Magistrados de la Sala conforme a los criterios anteriormente establecidos,


compensándose el exceso de turno que pueda concurrir mediante la atribución a


X de los asuntos que fueren necesarios.”.


En el acta de dicha sesión de la Comisión Permanente de la Sala de Gobierno,


al respecto de dicha propuesta, consta:


“Tomar conocimiento del escrito de XXX de 10 de julio de 2019, participando la


modificación de las normas de reparto de la Audiencia, derivado de la incorporación


a esa Audiencia Provincial, en régimen de comisión de servicio con relevación de


funciones, de Dª XXX, Magistrada-Juez Titular de Juzgado de Primera Instancia e


Instrucción X.


Se plantean dos modificaciones en las normas de reparto, una provisional hasta


que la comisionada alcance las fechas en que los otros tres Magistrados tienen ya


señaladas deliberaciones, y otra con carácter definitivo, en tanto dure la comisión
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de servicio. En la primera se le turnan los mismos asuntos que a los otros


Magistrados, como establece el plan de actuación. En la segunda, se acuerda un


reparto por números, equitativo entre los cuatro Magistrados.


Esta forma de reparto no afecta a normas procesales imperativas, sin, que


conste oposición a las mismas por ninguno de los Magistrados que componen dicha


Audiencia contando con su consentimiento unánime.


Vistas dichas normas, la Sala acuerda:


Aprobar las nuevas normas de reparto elaboradas por XXX, derivadas del


nombramiento como refuerzo de Magistrada en comisión de servicio sin relevación


de funciones, al no advertirse que a resultas de los mismos el reparto deje de ser


equitativo.”.


QUINTO. - La indicada Comisión Permanente de la Sala de Gobierno del


Tribunal Superior de Justicia de X, en su sesión de 24 de enero de 2022, modificó


nuevamente las normas de reparto de XXX; ello, a raíz del escrito remitido por el


Ilmo. Sr. X de fecha 13 de diciembre de 2021, como consecuencia de la creación


de una cuarta plaza en dicho órgano colegiado.


El escrito de remisión nada decía al respecto al respecto de los asuntos en los


que intervenía doña XXX, si bien las normas de reparto propuestas incluían la


siguiente disposición:


“Reparto.


Se turnarán las ponencias a cada magistrado en la misma forma establecida


para los asuntos civiles antes expuesta, incluidos los recursos que excedan de mil


folios, excepto en el caso de juicios del Tribunal de Jurado, en que por su escaso


número cada anualidad se guardará el orden del año anterior, de forma tal que la


primera ponencia será turnada al siguiente del que tuvo la última.
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Se exceptúan de las normas anteriores aquellos procedimientos en los que


intervenga en representación de alguna de las partes la Procuradora Dña. XXX,


que no serán turnados como ponente, D. XXX, repartiéndose entre el resto de los


Magistrados de la Sala conforme a los criterios anteriormente establecidos,


compensándose el exceso de turno que pueda concurrir mediante la atribución a


X de los asuntos que fueren necesarios.”


La Comisión Permanente de la Sala de Gobierno dispuso al respecto de la


referida propuesta:


“Las nuevas normas de reparto de XXX, en la parte que atribuyen todas las


ponencias de los asuntos civiles y penales al nuevo Magistrado hasta igualar los


ya señalados al resto de Magistrados resulta contraria al criterio que ene


manteniendo esta Sala de Gobierno en casos análogos por suponer para el nuevo


Magistrado un gravamen o exceso de carga de trabajo que no aparece justificado.


Por el contrario, procede aprobar el resto de las normas de reparto en cuanto


establecen una distribución igualitaria de los asuntos por orden numérico y


distinguiendo, tanto en lo civil como en lo penal, distintos turnos.


En virtud de lo expuesto


PARTE DISPOSITIVA


La Sala de Gobierno acuerda aprobar las normas que deben regir el reparto de


asuntos de XXX desde el 31-12-2021, a excepción de la norma de atribución de


todas las ponencias de los asuntos civiles y penales al nuevo Magistrado hasta


igualar los ya señalados al resto de Magistrados.”.


SEXTO. - El día 26 de enero de 2023, los magistrados de la Audiencia Provincial


propusieron una nueva modificación de las normas de reparto; dicha modificación


se debió a las relaciones personales entre el Sr. X y la Procuradora Sra. X así como


con su hermano y letrado, D Y. Su objeto era dar nueva redacción a la cláusula
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que afectaba a X, disponiéndose que éste, ni fuese ponente ni integrase la Sala,


en todos los procedimientos en los que interviniese la citada Procuradora y/o en la


asistencia de alguna de ellas el Letrado Derecho Y; repartiéndose entre el resto de


los magistrados esos asuntos conforme a los criterios establecidos,


compensándose el exceso de turno que pudiera concurrir mediante la atribución a


X de los asuntos que fuesen necesarios.


La citada Comisión Permanente de la Sala de Gobierno de este Tribunal Superior


de Justicia, en su reunión celebrada el día veinte de marzo de dos mil veintitrés,


adoptó entre otros el siguiente Acuerdo:


“7º.- [Expediente General N.º 23/2016, ANEXO II].


Ponente: D. X. Se ausenta durante el debate Don XXX por tener interés directo


en la cuestión debatida.


Tomar conocimiento de la comunicación del X de XXX de 9 de febrero de 2023,


acompañando Acuerdo adoptado en reunión de Sala de dicha Audiencia Provincial,


de 26 de enero de 2023, sobre modificación de normas de reparto, que cuenta con


los votos favorables de X y de los Magistrados Don X y Don X; habiendo anunciado


el Magistrado Don X voto particular, a cuya emisión ha renunciado posteriormente,


adhiriéndose expresamente a la modificación elaborada por la mayoría de la Sala;


al objeto de su aprobación, si se entendiere procedente, por la Sala de Gobierno.


Se plantea una modificación puntual en las normas de reparto de XXX en el


sentido de excluir el turnado de ponencias y de composición de Sala del señor x


en relación con aquellos procedimientos en los que intervenga como parte la


procuradora doña XXX o en los que intervenga como abogado el letrado señor don


X X compensándose los asuntos que pudieran no ser turnados por los que fueran


necesarios.
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Esta modificación de las normas tiene su causa en las relaciones personales que


vinculan al señor x con dichos profesionales y por tanto en la finalidad de evitar


recurrentes abstenciones y modificaciones en las composiciones de la Sala.


Dado además que esta modificación en las normas de reparto no afecta a


normas procesales imperativas, sin que conste oposición a las mismas por ninguno


de los magistrados que componen dicha Audiencia, contando con su


consentimiento unánime, la Sala acuerda:


Aprobar la modificación mencionada de las normas de reparto elaboradas por


XXX, al no advertirse que a resultas de la misma el reparto deje de ser equitativo.


Comuníquese el presente acuerdo, junto con copia del acuerdo de la referida


Audiencia Provincial, al Consejo General del Poder Judicial.


Comuníquese asimismo al x de XXX para su conocimiento y el de los Magistrados


que la integran.”.


SÉPTIMO. - Los procedimientos en los que el magistrado sujeto a las presentes


actuaciones ha formado Sala y, al mismo tiempo, doña XXX ha intervenido como


Procuradora de los Tribunales, han sido, según la certificación suscrita por la


Letrado de la Administración de Justicia de XXX de fecha 3 de octubre del presente


año, 277 asuntos civiles y 118 penales desde mayo de 2017 a enero de 2023.


OCTAVO. - El Ilmo. Sr. X carece de antecedentes disciplinarios.


FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- De los hechos declarados probados se infiere una conducta


sancionable conforme a lo dispuesto en el artículo 417.8 de la LOPJ el cual


manifiesta que constituye falta disciplinaria muy grave “la inobservancia del deber


de abstención a sabiendas de que concurre alguna de las causas legalmente


previstas” Dicho precepto ha de ponerse en conexión con la causa de abstención


segunda del artículo 219 de la citada Ley: “El vínculo matrimonial o situación de
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hecho asimilable y el parentesco por consanguinidad o afinidad dentro del segundo


grado con el letrado o el procurador de cualquiera de las partes que intervengan


en el pleito o causa” y con el artículo 217 de la LOPJ “El juez o magistrado en quien


concurra alguna de las causas establecidas legalmente se abstendrá del


conocimiento del asunto sin esperar a que se le recuse”


SEGUNDO.- Respecto a la abstención, la jurisprudencia de la Sala Tercera del


Tribunal Supremo –entre otras, sentencias de la Sección 7ª de 17 de abril de 2002,


28 de junio y 30 de septiembre de 2004, y 18 de diciembre de 2006-, considera


que la imparcialidad judicial tiene un doble y complementario significado: en


primer término, representa un derecho fundamental de todo ciudadano a un


proceso con las debidas garantías; en segundo, implica un rasgo sustancial de la


configuración del Poder Judicial en la Constitución, que se manifiesta en el prestigio


que deben presentar los Tribunales ante los ciudadanos con el fin de que no se


quiebre la confianza social en la Administración de Justicia, como premisa


ineludible para la vigencia de los postulados propios del Estado democrático de


Derecho.


El primer significado, de derecho fundamental, tiene una proyección subjetiva,


al afectar a las personas intervinientes en un determinado proceso, y por ello, se


hace recaer sobre las mismas -por medio de la recusación- la responsabilidad de


manifestar las circunstancias que, con un perjuicio individual y cierto, puedan


comprometer la imparcialidad del Juez o Magistrado.


El segundo significado, de prestigio de los Tribunales, se concreta en la


necesidad de suprimir cualquier dato o circunstancia real que pueda limitar o


vulnerar dicho prestigio, quebrantando o cuestionando la confianza social en la


Justicia; y al no tener el carácter subjetivo predicable del anterior significado,


incumbe al Juez o Magistrado, en virtud de una ineludible responsabilidad propia,


cesar en el ejercicio de su jurisdicción cuando aparezcan circunstancias objetivas


de las que se infiera que la supuesta continuidad en esa jurisdicción sea
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ciertamente contraproducente o lesiva para esa imagen de prestigio de los Órganos


jurisdiccionales.


De aquí que incumbe al Juez, como una importante responsabilidad propia,


cesar en el ejercicio de su jurisdicción cuando concurran circunstancias objetivas


que presenten su continuidad en dicha jurisdicción como contraproducente o lesiva


para esa imagen de prestigio de los Tribunales de cuya necesidad se viene


hablando, siempre que existan mecanismos legales que, con base en dichas


circunstancias, así se lo permitan (especialmente ilustrativa al respecto resulta la


sentencia del TEDH de 17 de junio de 2003, párrafo 23).


TERCERO.- En cuanto a la concreta aplicación del artículo 417.8 de la LOPJ, en


relación con el artículo 219.2 del mismo texto legal, traspuestos en el fundamento


de derecho primero de esta resolución hay que manifestar que la comisión de la


falta disciplinaria referida exige que quien se encuentre desempeñando funciones


jurisdiccionales: (1) incurra en causa de abstención, (2) no promueva su


abstención permaneciendo en el conocimiento del asunto, y que (3) tal pasividad


lo sea “a sabiendas”, lo cual exige a su vez que, en cada caso, se verifique si


conocía perfectamente de la concurrencia de la causa de abstención y que, pese a


ello, fue su voluntad no abstenerse.


La sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo


de 30 de junio de 2011 advirtió que en las ocasiones en que tales circunstancias


puedan resultar dudosas o difíciles de individualizar, habrá de quedar descartada


la culpabilidad del Juez cuando se presenten en asuntos o situaciones en los que


las partes no hayan planteado la recusación y tampoco exista un clima social de


opinión que ponga en duda la imparcialidad de ese Juez y sin embargo,


paralelamente, será de apreciar la obligación del juez de cesar en su jurisdicción o


de abstenerse en los términos que la ley le permite, así como un proceder culpable


si no lo hace, cuando concurran estos dos elementos:
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a) La existencia de circunstancias objetivas con entidad bastante para configurar


respecto del Juez una incompatibilidad, una prohibición o una causa de abstención.


b) Que se haya creado, con base en las mismas, un estado de opinión pública


en el que, con importantes rasgos de notoriedad, sean difundidas o denunciadas


esas circunstancias como expresivas, para amplios sectores sociales, de ser un


grave riesgo para la imparcialidad de ese Juez.


En suma, para apreciar esa obligación del Juez no bastará simplemente con la


aparición o difusión en los medios de comunicación de noticias sobre su posible


falta de parcialidad, será preciso que tales publicaciones coexistan con unas


circunstancias objetivas, realmente existentes, cuya significación pueda servir de


base para estimar en función de ellas una situación de incompatibilidad, una


prohibición o una causa de abstención. Y así debe ser para evitar que actos de


mera denuncia pública, sin base objetiva que los sustente, puedan provocar el


apartamiento del Juez legalmente predeterminado.


La Sala concluye de todo ello que la determinación de cuando surge el deber de


abstención no responde a una regla general de común aplicación, sino que habrá


de hacerse casuísticamente con especial atención a las singulares circunstancias


de cada proceso, y valorando muy especialmente si concurren esos elementos de


notoriedad que hagan aparecer gravemente comprometida la imagen social de


imparcialidad que resulta aconsejable y conveniente en todo Juez. Por lo que la


mera apariencia de falta de imparcialidad, con ser un dato importante y con tener


los efectos éticos y jurídicos antes señalados, no hace surgir automáticamente un


deber de abstención en el juez o magistrado de que se trate cuyo incumplimiento


dé lugar a responsabilidad disciplinaria. Para que ello ocurra, es necesario que


concurran, además, circunstancias objetivas y con entidad bastante para


configurar un concreto motivo de inhibición legalmente contemplado.
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En el presente caso, concurren dichas circunstancias objetivas. El x de XXX,


mantiene desde 2017 una relación afectiva que, a los pocos meses, se consolidó


en una situación de hecho asimilable a la matrimonial, con la Procuradora de los


Tribunales doña XXX y, de hecho, así lo ha reconocido el magistrado. Como


consecuencia de dicha situación el magistrado, con posterioridad a dicho año, ha


intervenido, no como ponente, pero sí como miembro del tribunal -deliberando y


votando-, en la resolución de un número muy relevante de procedimientos en los


que doña XXX representaba a alguna de las partes del litigio. En consecuencia,


desde un punto de vista objetivo, resulta incontestable la concurrencia de la causa


de abstención y el incumplimiento del deber de abstenerse por parte de aquél.


Si bien es cierto que las normas de reparto fueron aprobadas unánimemente


por el resto de compañeros de la sala y, posteriormente por la sala de Gobierno,


también es cierto que la aprobación de las normas de reparto por los órganos


competentes no eximían al Sr. X de su obligación de abstenerse (más cuando una


norma de reparto no puede eximir del cumplimiento de un deber inexcusable). La


sala de gobierno era consciente de que la situación personal del magistrado era


incompatible con la composición del tribunal cuando solo contaba con 3


magistrados e incluso cuando, como en 2023, contaba con 4,- y así lo expresó en


esta fecha-,aunque nada hizo por evitarlo en años anteriores, y esta conciencia


(conocimiento de la situación) también es atribuible al magistrado, que se limitó a


proponer la exclusión de su participación como ponente, cuando el problema no


solo derivaba de la ponencia, sino de la propia composición del tribunal.


Resulta contradictorio con la defensa del expedientado la modificación de las


normas de reparto operada el 26 de enero de 2023, aprobadas por la Comisión


Permanente de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de X (Acuerdo


de fecha veinte de marzo de dos mil veintitrés). En las mismas se dispuso excluir


el turnado de ponencias y de composición de Sala del señor x en relación con


aquellos procedimientos en los que intervenga como parte la procuradora doña
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XXX o en los que intervenga como abogado el letrado señor don Y. Precisamente


esta modificación de las normas tiene su causa, como así se hace constar en el


acuerdo de la Sala de Gobierno anteriormente citado, en las relaciones personales


que vinculan al señor x con dichos profesionales y por tanto en la finalidad de


evitar recurrentes abstenciones y modificaciones en las composiciones de la Sala.


Si lo dispuesto desde 2017, sucesivamente reiterado en años posteriores, era


adecuado, no se entiende el motivo para que en 2023 el hoy expedientado quedase


relevado tanto de ponencias -como se venía haciendo- como de componer la Sala,


cuando en los asuntos interviniese su pareja, o el hermano de su pareja. De hecho,


en la modificación promovida en el año 2019, cuando la Sección Única de la


Audiencia Provincial estuvo integrada por cuatro magistrados, o luego en la


modificación promovida en 2022, no se adoptó idéntica exclusión que la que se ha


adoptado en 2023. Es decir, si en este último año se tenía claro que el Sr. x no


debía integrar el Tribunal en los pleitos en los que interviniese la citada


Procuradora, parece lógico concluir que el deber de abstención estaba vigente en


años anteriores. Lo contrario evidenciaría una contradicción insalvable.


Se ha insistido en el hecho de que tanto el expedientado como el resto de


integrantes del órgano, hacían todo lo posible por no conocer a los profesionales


que intervenían en los procedimientos. A juicio de la defensa del expedientado, tal


ignorancia provocada excluía incumplir el deber de abstenerse “a sabiendas”. A los


efectos que nos ocupan, resulta irrelevante esta forma de trabajo que, según ha


sostenido tanto por x de X como los diversos magistrados que desempeñaron


funciones en la misma y que declararon como testigos, mantuvieron todos ellos a


la hora de deliberar los asuntos. A mayor abundamiento, no podemos ignorar que


nos encontramos ante XXX, una ciudad pequeña en la que no prestan sus servicios


muchos procuradores, lo que, inevitablemente va a suponer, como así ha sido y ha


quedado acreditado, que concurriera frecuentemente causa de abstención por


intervenir la Sra. X como procuradora y el Sr. X como miembro de la sala.
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Como antes se apuntó, el deber de abstención constituye una obligación


inexcusable, hasta el punto de que su incumplimiento constituye una falta


disciplinaria muy grave. Y resulta imposible cumplir tal deber acertadamente si no


se tiene conocimiento de quiénes son los litigantes, ni quiénes son las personas


que los representan y defienden, pues precisamente las relaciones con litigantes o


con sus profesionales hacen nacer algunas de las causas de abstención (tener


vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco por


consanguinidad o afinidad, haber sido defensor judicial, estar o haber sido


denunciado, amistad, enemistad, etc.). Lo que se quiere decir es carece de entidad


pretender justificar una falta de abstención mediante un voluntario


desconocimiento de los profesionales que intervengan en los procedimientos,


máxime cuando tal conducta podría haber llevado a cometer, por tal afán, otras


infracciones idénticas, puesto que provocar tal desconocimiento voluntario hacía


imposible advertir la concurrencia de otras posibles causas de abstención -de


haberlas- con otras personas.


CUARTO. – Para la concreción de la sanción han de hacerse varias


consideraciones. En primer lugar, el artículo 421.3 LOPJ dispone que “en la


imposición de las sanciones por las autoridades y órganos competentes deberá


observarse la debida adecuación o proporcionalidad entre la gravedad del hecho


constitutivo de la infracción y la sanción aplicada”.


En segundo lugar, según las sentencias de la Sala Tercera de 17 de noviembre


de 2009, 20 de abril de 2010 y 31 de marzo de 2011, el principio de


proporcionalidad de las sanciones requiere que la discrecionalidad que se otorga a


la Administración sancionadora para su concreta aplicación se desarrolle


ponderando y sopesando correctamente las específicas circunstancias del caso en


cuestión, con el fin de lograr la debida y necesaria adecuación entre los hechos


imputados y la responsabilidad exigida, de suerte que toda sanción debe
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determinarse en congruencia directa con la entidad de la infracción cometida y las


particularidades fácticas y objetivas del supuesto sancionado.


La precisa graduación de la sanción que haya de imponerse debe llevarse a cabo


en forma razonada y con arreglo a criterios que tomen en consideración los


diversos factores concurrentes, como son la existencia de intencionalidad o


reiteración, la naturaleza de los perjuicios causados, la mayor o menor relevancia


de su comportamiento, y, en definitiva, todas las circunstancias de signo favorable


o desfavorable que deriven de los datos existentes en el expediente.


Sobre esta base y tras analizar las circunstancias concurrentes, son elementos


a tener en cuenta, en orden a proporcionar la sanción objeto de propuesta la


persistencia en la conducta desde el año 2017 hasta el año 2023 y el conocimiento


de dicha conducta por parte del X. De hecho, el mismo propone en el año 2023 la


modificación de las normas de reparto y de la composición del Tribunal, debido a


dicha relación personal, como así se recogió en el acuerdo de la Sala de Gobierno


al que se hace mención en el párrafo anterior. No obstante, también hay que


valorar que no se ha dado incidente de recusación en ninguno de los


procedimientos, que la Sala de Gobierno aprobó dichas normas de reparto y que


carece de antecedentes disciplinarios. Estas tres últimas circunstancias nos llevan


a atenuar la sanción a imponer, que debe ser fijada en 20 días de suspensión.


QUINTO. - Tomando como referencia las precedentes consideraciones, vistos


los preceptos citados y demás de general aplicación y anunciada la emisión de un


voto particular, la Comisión Disciplinaria, por mayoría, en su reunión del día 7 de


febrero de 2024,
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ACUERDA


Imponer al Ilmo. Sr. D. XXX, por su actuación como X de XXX, una sanción de


veinte días de suspensión como autor disciplinariamente responsable de una falta


muy grave prevista en el artículo 417.8 LOPJ.


Notificar este acuerdo al interesado y al Excmo. Sr. Fiscal General del Estado,


advirtiéndose que contra el presente acuerdo podrán, en su caso, interponer


recurso de alzada ante el Pleno del Consejo General del Poder Judicial en el plazo


de un mes a contar desde el día siguiente a la notificación.


Comunicar el presente acuerdo al denunciante, a la Jefatura del Servicio de


Inspección del Consejo General del Poder Judicial y al Excmo. Sr. Presidente del


Tribunal Superior de Justicia de X y remítase nota al Servicio de Personal Judicial


de este Consejo General del Poder Judicial.


Fdo. Excmo. Sr. D. Wenceslao Francisco Olea Godoy


VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL VOCAL JOSÉ MARÍA MACÍAS
CASTAÑO EN RELACIÓN CON EL ACUERDO DE LA COMISIÓN
DISCIPLINARIA DEL CGPJ DE 7 DE FEBRERO DE 2024, POR EL QUE SE
IMPONE LA SANCIÓN DE 20 DÍAS DE SUSPENSIÓN AL MAGISTRADO ILMO.
SR. D. XXX POR LA COMISIÓN DE UNA FALTA MUY GRAVE DE
INCUMPLIMIENTO DEL DEBER DE ABSTENCIÓN.


Respetuosamente disiento del parecer mayoritario que se ha traducido en el
acuerdo que ha impuesto la sanción de suspensión al magistrado Ilmo. Sr. D. XXX.
Entiendo que la correcta ponderación de las circunstancias concurrentes en el
supuesto analizado por la Comisión Disciplinaria y los requisitos exigidos por el
tipo sancionador hubieran debido conducir a la conclusión del procedimiento sin
declaración de responsabilidad ni sanción.


Las razones de mi disentimiento respecto del parecer de la mayoría son las
que seguidamente expongo.
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Ante todo, convengo con mis respetados colegas y con el igualmente respetado
Promotor de la Acción Disciplinaria (PAD) que los elementos objetivos del tipo
infractor previsto en el art. 417.8 LOPJ concurren de manera evidente hasta el
punto de tornar en ociosa toda discusión: el magistrado expedientado ha
participado en la deliberación y decisión de asuntos en los que intervenían como
procuradora y abogado su pareja sentimental y el hermano de ésta,
respectivamente. Esta circunstancia determina la concurrencia de la causa de
abstención prevista en el art. 219.2 LOPJ y, por lo tanto, el deber de abstención
cuya omisión sanciona el art. 417.8 LOPJ.


No puedo decir lo mismo de la concurrencia del tipo subjetivo previsto en el
mismo precepto art. 417.8 LOPJ, que exige que la infracción se cometa “a
sabiendas”. De hecho, las dudas son compartidas con el PAD, que archivó el
procedimiento en una primera ocasión y que sólo ha propuesto la sanción después
de que la Comisión Permanente estimara un recurso de alzada contra el archivo,
eso sí, poniendo de manifiesto sus dudas y su persistencia, de forma que la
propuesta se ha formulado, de alguna manera, para que la Comisión Disciplinaria
pudiese despejar esas dudas.


A mi juicio, la misma existencia de las dudas es indicio muy relevante de que
el tipo subjetivo del injusto no se satisface con la conducta examinada. Y de la
misma manera, considero también un indicio relevante que la resolución
sancionadora de la que discrepo haya eludido el empleo de calificaciones
doctrinales precisas en relación con las exigencias del tipo subjetivo del injusto
aplicado y su concordancia con la conducta del magistrado sancionado, a pesar de
que, en mi opinión, no sólo resultaba relevante, sino esencialmente relevante. El
tipo subjetivo del injusto del art. 417.8 LOPJ impone que la infracción se cometa
“a sabiendas”. Esa exigencia descarta, de entrada, la posibilidad de comisión
imprudente. No sólo eso, configura también un supuesto de dolo cualificado que
en sede de doctrina y jurisprudencia penal se califica como “dolo directo”, con una
consecuencia añadida: el dolo directo es incompatible con el “dolo eventual”.
Insisto en que considero relevante y significativo que la resolución no emplee ni
en una sola ocasión los términos “dolo”, “imprudencia”, “dolo directo” o “dolo
eventual”.


Que la expresión “a sabiendas” implica “dolo directo” y que esa modalidad de
dolo es incompatible con el “dolo eventual” es una conclusión que de manera
sistemática y reiterada afirma la jurisprudencia del Tribunal Supremo (por todas,
y entre otras muchas, dejo citadas las sentencias de la Sala Segunda del Tribunal
Supremo núm. 288/2019, de 30 de mayo, recurso de casación núm. 996/2018,
ECLI:ES:TS:2019:1744; o la núm. 57/2020, de 20 de febrero, recurso de casación
núm. 2463/2018, ECLI:ES:TS:2020:583).
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El ”dolo directo” supone la intención o finalidad del sujeto al actuar dirigida
precisamente a realizar el tipo objetivo del injusto, y si algo pone de manifiesto la
insólita relación de hechos probados de la resolución de la que disiento es que lo
que se quería era evitar la situación de abstención, no provocarla, aunque lo
erróneo del método produjera ese efecto. Acepto que se afirme que el magistrado
expedientado debió necesariamente tener dudas más que serias sobre la
corrección de su conducta y que, ello no obstante y aunque no fuese su intención
o finalidad, aceptó la posibilidad de que se acabase considerando que había
incumplido su deber de abstención, pero esa conclusión no es otra cosa que la
definición canónica de “dolo eventual” que, por lo ya razonado, es incompatible
con el “dolo directo” que implica la exigencia del “a sabiendas” empleado por el
art. 417.8 LOPJ.


Y que no existió “dolo directo” (intención o finalidad dirigida precisamente a
realizar el tipo objetivo del injusto) es una conclusión a la que creo que de manera
inevitable conducen los hechos del caso, que insisto en calificar de insólitos, no
sólo por la conducta del magistrado sancionado sino incluso también por la de sus
compañeros (muy señaladamente el que le denunció), la Sala de Gobierno del
Tribunal Superior de Justicia de X y hasta del mismísimo Consejo General del Poder
Judicial del que me honro en pertenecer, pero que no puede quedar al margen ni
desentenderse de una situación que no les en absoluto ajena.


Tales hechos pasan por considerar, en primer lugar, que el órgano en el que
el magistrado presta sus servicios es una Audiencia Provincial de Sección única y
que durante los años en los que se produjeron los hechos sólo contaba con tres
magistrados, por lo que resulta claro que una situación de abstención sistemática
produciría distorsiones más que evidentes en el correcto funcionamiento del
órgano.


Pasa también por considerar que todos los magistrados (todos, incluido el
denunciante) entendieron que una forma de evitar la abstención (o de
“desactivarla” o de hacerla innecesaria para evitar las distorsiones de
funcionamiento) era que en el reparto se excluyera al magistrado sancionado de
las ponencias correspondientes a su pareja o su hermano y, al mismo tiempo, que
se mantuvieran ocultos en la deliberación los nombres de los profesionales
implicados en el pleito.


No abundo en lo insólito de ese planteamiento, pero sí señalo que no es menos
insólito que el hecho de que la Sala de Gobierno aprobase las normas de asignación
de ponencias propuestas por la Audiencia Provincial que incluían un criterio tan…
inhabitual o asistemático como el la “asignación negativa de ponencias” (y me
disculpo por mi incapacidad para nominar adecuadamente semejante criterio) en
función del nombre de los profesionales que intervienen en los pleitos. Semejante
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aceptación por la Sala de Gobierno de ese criterio de asignación (o de no
asignación) implica tres cosas: la primera y evidente por lo… inhabitual o
asistemático del criterio es que se tenía perfecta conciencia de la naturaleza del
problema planteado en la Audiencia Provincial; la segunda, que la Sala de Gobierno
aceptó y dio por buena (aunque no lo fuese) la solución aplicada por la Audiencia;
y la tercera, que contribuyó, y no de manera menor, a generar la confianza de que
el sistema era aceptable (aunque no lo fuese).


Y el remate de esta insólita situación corresponde atribuírselo a este Consejo
General del Poder Judicial que, conocedor de los acuerdos de la Sala de Gobierno,
no ejerció el control de legalidad que le imponen los arts. 152.2.5º LOPJ y 12.5
del Reglamento CGPJ 1/2000, de 26 de julio, de los Órganos de Gobierno de los
Tribunales y no contradijo un criterio de asignación de ponencias que por lo
inhabitual o asistemático merece calificarse de exótico. No afirmo, ni mucho
menos, porque no sería correcto, que la falta de reacción debida del Consejo sea
equivalente a la confirmación expresa, pero la inhibición del Consejo en el control
de legalidad debido sobre los actos de la Sala de Gobierno sí es relevante desde la
perspectiva de la confianza que podía generar en el magistrado sancionado la
bondad de la “solución” aplicada. Naturalmente, eso ni sana ni subsana ni
convalida las infracciones orgánicas que se hubiesen podido cometer, pero sí
permite afirmar que excluía el “dolo directo” y que, todo lo más, permitiría
construir un escenario de “dolo eventual” incompatible con las exigencias del tipo
subjetivo del injusto del art. 417.8 LOPJ.


Ya, por último, no puedo dejar de hacer una consideración que entiendo
relevante, por muy desagradable que sea hacerla y que tiene que ver con la cita
que se hace en la resolución sancionadora, y antes por el PAD, de la sentencia de
la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 30 de junio de 2011
(ECLI:ES:TS:2011:4547) y la importancia que cabe conceder a la falta de
recusación de quienes pudieron haber impuesto el cumplimiento del deber de
abstención.


Con arreglo a esa jurisprudencia, esa omisión es relevante frente a quienes no
reaccionaron, pudiendo hacerlo, y pretenden después que se inicie una vía
disciplinaria contra el magistrado que sentenció su asunto. Ello se conjuga con la
no necesidad o utilidad de la recusación en supuestos en los que, concurriendo de
manera objetiva y clara la causa de abstención, se dé lugar a una situación notoria
y de común conocimiento ante la ciudadanía en descrédito de la justicia. Según
entiendo esa jurisprudencia, de lo que se trata es de evitar que la vía disciplinaria
pueda utilizarse como una fórmula de retorsión o represalia por quien no ha visto
satisfechas sus pretensiones y convierte en relevante lo que antes no consideró
que lo fuera.
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Desde esa perspectiva, entiendo que no es un dato menor que las actuaciones
disciplinarias no se iniciasen por denuncia de un interesado en los procedimientos
en los que concurría la causa de abstención. Tampoco por los Colegios de Abogados
y Procuradores a los que, al parecer, esta situación no les parecía inquietante, sino
por un compañero que participó en la adopción de los acuerdos relativos a la
asignación de ponencias y que colaboró con el magistrado sancionado en la
materialización de la infracción por la que ahora se le sanciona. Un compañero que
ha llegado a incluir en su denuncia ante este Consejo cuestiones tan absolutamente
peregrinas como que el magistrado sancionado fumaba en su despacho o tenía un
gimnasio en su casa, aunque semejantes acusaciones, precisamente por
peregrinas, tienen el mérito de poner de manifiesto que lo único que animaba al
denunciante era una desmedida inquina personal y el deseo de causar daño con
cualquier excusa, ya fuese por fumar fuera de sitio o por instalar una bicicleta
estática donde al denunciante no le gustaba. Un compañero que ha presentado su
denuncia a las puertas de la jubilación (que ya es efectiva), cuando podía estar
seguro de que no le alcanzarían eventuales responsabilidades por la extinción de
la relación de sujeción especial que le vinculaba con este Consejo.


Entiendo que ni este Consejo ni los procedimientos disciplinarios pueden ser el
cauce que haga posible venganzas personales ni comportamientos o actitudes que
sólo sé calificar como lamentables, muy lamentables, además de detestables. Pero
más allá de ello, y por muy erróneas que hayan sido las apreciaciones del
magistrado sancionado, de sus compañeros (incluido el que le ha denunciado), de
la Sala de Gobierno y las indebidas omisiones del Consejo General del Poder
Judicial, entiendo que la situación descrita es incompatible con el “dolo directo” (“a
sabiendas”) exigido por el tipo subjetivo del injusto del art. 417.8 LOPJ, y que una
correcta utilización de ese concepto hubiera debido determinar la finalización del
procedimiento sin declaración de responsabilidad ni imposición de sanción. Madrid,
20 de febrero de 2024.- José María Macías Castaño Vocal”





